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PETICIÓN P-1073-05

HABITANTES DEL CONJUNTO HABITACIONAL “BARÃO DE MAUÁ”
ADMISIBILIDAD

BRASIL

17 de julio de 2012

I.
RESUMEN

1.
El 19 de septiembre de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición contra la República Federativa del Brasil (“el Estado” o “Brasil”) en la que se alega su responsabilidad internacional por la violación de los artículos 1.1, 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”). La petición asevera que Brasil es internacionalmente responsable por la degradación ambiental y los riesgos a la vida humana, la integridad personal y la salud derivados de la contaminación del suelo y otros daños ambientales conexos, en perjuicio de los habitantes del conjunto habitacional “Barão de Mauá” (en adelante “el Barão de Mauá” o “el CHBM”), de los antiguos trabajadores que prepararon los cimientos y ayudaron a construir el CHBM, de los antiguos residentes del CHBM y de todas las personas que trabajan o han trabajado en el CHBM (“las presuntas víctimas”)
. La petición fue presentada por el licenciado Aurélio Alexandre Steimber Pereira Okada, en representación de todas las presuntas víctimas (“el peticionario”).

2.
El Estado sostiene que la petición es inadmisible porque no se han agotado los recursos internos según lo requiere el artículo 46.1.a de la Convención Americana. En ese sentido, el Estado afirma que hay una acción colectiva (Ação Civil Pública No. 1157/2001) pendiente ante el Tercer Tribunal Judicial de Mauá, estado de São Paulo, presentada por el Ministerio Público el 31 de agosto de 2001, en contra de la Municipalidad de Mauá y cuatro empresas privadas. De acuerdo con el Estado, el 26 de septiembre de 2006 se emitió un fallo de primera instancia en favor de las presuntas víctimas y el proceso está siguiendo su debido curso ante el tribunal de segunda instancia correspondiente. Por lo tanto, el Estado argumenta que la petición se presentó prematuramente según el requisito contenido en el artículo 46.1.a de la Convención Americana y el artículo 31 del Reglamento de la CIDH. Además, el Estado arguye que en información o prueba sobreviniente presentada a la Comisión se muestra que esta petición es inadmisible, de conformidad con el artículo 34.c del Reglamento de la CIDH.

3.
Sin prejuzgar acerca del fondo del caso y de conformidad con las disposiciones de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide declarar la petición admisible con respecto a la presunta violación de los artículos 4, 5.1, 8, 13, 21 y 25 de la Convención Americana, en conexión con las obligaciones generales establecidas en el artículo 1.1 del mismo instrumento, como se detalla infra. La CIDH decide asimismo notificar a las partes, publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

4.
La petición se recibió el 19 de septiembre de 2005. A solicitud de la CIDH, el peticionario envió información adicional el 10 de julio de 2006. Las partes pertinentes de estas comunicaciones se le trasladaron al Estado el 7 de agosto de 2006. El Estado respondió mediante notas recibidas los días 11 y 12 de diciembre de 2006. La CIDH transmitió debidamente estas comunicaciones al peticionario. El peticionario envió información adicional en las siguientes fechas: 29 de enero de 2007, 22 de marzo de 2007 y 8 de octubre de 2007. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. El Estado presentó información adicional en las siguientes fechas: 27 de junio de 2007, 25 de junio de 2008 y 4 de agosto de 2008. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Posición del peticionario

5.
El peticionario asevera que el terreno sobre el cual se construyó el CHBM había sido utilizado como área de desecho ilegal de sustancias tóxicas desde por lo menos 1973. De hecho, según el peticionario, tanto el propietario de dicho terreno — la empresa privada Companhia Fabricadora de Peças (en adelante “la COFAP”) — como el organismo ambiental del Estado encargado del control, los permisos, y la supervisión y monitoreo de las actividades potencialmente contaminantes para el medio ambiente — Companhia de Tecnologia de Saneamento Ambiental (en adelante “la CETESB”), tenían pleno conocimiento del desecho ilegal de basura tóxica en ese terreno desde 1973. En este sentido, el peticionario señala que, entre 1973 y 1992, antes de que las autoridades estatales autorizaran la construcción del CHBM, la CETESB había expedido por lo menos 17 actas de infracción o inspección en contra de la COFAP por degradación ambiental provocada por basura tóxica y había impuesto multas a la empresa o declarado que el desecho de basura tóxica había provocado degradación ambiental, particularmente del suelo y de la atmósfera.

6. A pesar de ello, el peticionario arguye que cuando la COFAP y otras empresas privadas solicitaron la autorización de las autoridades públicas correspondientes para aplanar el suelo para la urbanización y construcción del CHBM a principios de la década de los noventa, las autoridades expidieron los certificados y permisos pertinentes, lo que violó la legislación interna vigente
. En este sentido, el peticionario informa que el 29 de noviembre de 1993, la COFAP pagó a la Alcaldía del Municipio de Mauá la cuota por la solicitud de autorización para construir el conjunto habitacional. Además, el peticionario señala que el 1º de agosto de 1994, la COFAP solicitó la emisión de un certificado de aprobación para la construcción del CHBM ante el organismo correspondiente de São Paulo – el Grupo de Análise e Aprovação de Projetos Habitacionais (en adelante “el GRAPOHAB”). Alrededor de esta fecha, otra empresa privada supuestamente se unió al proyecto privado – Administradora e Construtora Soma Ltda. (en adelante “SOMA”). De acuerdo con el peticionario, el 6 de junio de 1995, el GRAPOHAB expidió el certificado de aprobación respectivo, después de que la CETESB examinó el sitio el 23 de agosto de 1994 y expidió una opinión pericial (Parecer Técnico 0177/85/PTP) en el que ignoró todas las actas de infracción o inspección anteriores e indicó que el terreno era adecuado para la urbanización y construcción de viviendas. Además, el peticionario señala que la Alcaldía también expidió el permiso respectivo para la construcción del CHBM, el 11 de julio de 1995.

7. De acuerdo con el peticionario, debido al consentimiento de todas las autoridades públicas involucradas y a pesar de las irregularidades que ya se mencionaron, la construcción del CHBM comenzó en 1996. El peticionario informa que posteriormente otra empresa privada —SQG Empreendimentos e Construções Ltda. (en adelante “SQG”)— se encargó de la construcción del CHBM, mientras que la comercialización de las unidades residenciales corrió a cargo de otra empresa privada – PAULICOOP. El peticionario arguye que el 20 de abril de 2000, cuando ya había personas viviendo en el conjunto habitacional, la contaminación del suelo produjo la explosión de un tanque de agua subterráneo en el CHBM que provocó la muerte de un trabajador de la construcción, Geraldo Julio Riviello, y lesiones graves a otro trabajador, Marcus Vinicius Lazari Ferreira (quien supuestamente sufrió quemaduras en el 25% del cuerpo). Después de este incidente, de acuerdo con la petición, quedó de manifiesto públicamente la degradación ambiental de la zona en que se estaba construyendo el CHBM.
8. El peticionario resalta que tras la explosión, el 15 de agosto de 2001, la Secretaría de Medio Ambiente del estado de São Paulo (Secretaria de Meio Ambiente do Estado de São Paulo) expidió una alerta en la que señalaba que: (i) ya se habían construido en el CHBM cincuenta edificios del total proyectado de 72; (ii) se calculaba que en el CHBM vivían 5.000 personas; y (iii) los estudios ambientales indicaban que el terreno sobre el cual estaba construido el CHBM estaba contaminado por más de 40 compuestos orgánicos volátiles (“VOCs”), que incluían, entre otros, benceno, clorobenceno, trimetilbenceno y decano, todos ellos nocivos para el medio ambiente y la salud humana. De acuerdo con el peticionario, estos compuestos orgánicos volátiles podrían tener efectos dañinos a largo plazo sobre la salud humana e incluso pueden provocar cáncer.

9. El peticionario añade que el 20 de diciembre de 2001, la CETESB expidió un comunicado de prensa en el cual “reafirmó la gravedad de la contaminación en el CHBM”, además de indicar que los aproximadamente 50 edificios en los que residían aproximadamente 5.000 personas estaban construidos sobre una zona fuertemente contaminada por diversas sustancias químicas, y que esta contaminación del suelo seguiría generando gases que ponían en riesgo el área y a sus habitantes. Además, el peticionario afirma que la Alcaldía del Municipio de Mauá también reconoció que el terreno sobre el cual se había construido el CHBM había sido utilizado para el desecho ilegal de sustancias tóxicas y que, a pesar de ello, la Alcaldía —bajo una administración anterior— y el Gobierno del estado de São Paulo (a través del GRAPOHAB) habían autorizado el proyecto residencial. No obstante, el peticionario subraya que, antes de estas declaraciones públicas oficiales, las autoridades estatales ocultaron información crucial de los habitantes del CHBM con respecto a la degradación ambiental de la zona y los riesgos a los que estaban expuestos. Como ejemplo, el peticionario presentó una carta de SQG a la CETESB, fechada el 25 de septiembre de 2000, que incluía un informe de análisis ambiental preliminar en el que se atestiguaban los riesgos para los residentes del CHBM. Sin embargo, esta información presuntamente no se hizo pública sino hasta después de la explosión del tanque de agua y la notificación pública de la Secretaría del Medio Ambiente del estado de São Paulo.

10. En relación con el agotamiento de los recursos internos, el peticionario argumenta que ha habido un retardo injustificado en la resolución definitiva en relación con los hechos denunciados, de conformidad con el artículo 46.2.c de la Convención Americana. En tal sentido el peticionario señala, por un lado, que la investigación penal instituida sobre los hechos de esta petición no ha producido cargos por parte del Ministerio Público hasta la fecha, transcurridos más de diez años desde la explosión del 20 de abril de 2000 y el reconocimiento público de la Secretaría de Medio Ambiente del estado de São Paulo el 15 de agosto de 2001. De hecho, el peticionario señala que el 17 de agosto de 2001 se inició una averiguación policial (Inquérito Policial – IPL 100/2001) por la Comisaría de Policía Civil de Santo André
. El peticionario indica que esta averiguación policial estaba encaminada a investigar “delitos contra el medio ambiente, delitos contra los consumidores, delitos contra la seguridad pública, delitos contra la vida y la salud, delitos contra la propiedad y contra la buena fe pública”
, en virtud de una notitia criminis en la que se indica que los suelos de un área de aproximadamente 160 mil pies cuadrados que se utilizó para construir el CHBM (56 edificios de un total proyectado de 72 completados y ocupados por más de 5.000 residentes) estaba contaminada con 44 sustancias tóxicas que emiten gases, pueden provocar cáncer y son altamente inflamables. De acuerdo con el peticionario, esta averiguación policial fue concluida por el Jefe de Policía encargado el 14 de abril de 2004, y posteriormente se le entregó al Ministerio Público. No obstante, el peticionario resalta que el Ministerio Público nunca ha presentado cargos con respecto a los hechos de esta petición, por lo que los responsables de la degradación ambiental del CHBM y de los riesgos conexos a la vida y la salud humanas nunca han sido juzgados y permanecen en absoluta impunidad.

11. Por otro lado, en lo relativo a los recursos civiles, el peticionario también hace referencia al retardo injustificado en la tramitación de una acción colectiva (Ação Civil Pública – “ACP” 1157/2001) presentada por el Ministerio Público en contra de la COFAP, SOMA, SQG, PAULICOOP y la Municipalidad de Mauá el 31 de agosto de 2001
. En esta ACP presuntamente se demanda la responsabilidad de esas cuatro empresas privadas por el desecho ilegal de basura tóxica en la zona del CHBM y por el desarrollo subsiguiente de un proyecto residencial en un sitio conocidamente contaminado, además de la responsabilidad de la Municipalidad de Mauá por autorizar el proyecto residencial sin verificar con anterioridad y diligentemente la salubridad de la zona. El peticionario reconoce que la autoridad judicial emitió un fallo de primera instancia en favor de las presuntas víctimas el 26 de septiembre de 2006, pero observa que no ha habido una resolución definitiva en el marco de esta acción colectiva, la que supuestamente está pendiente de apelación ante el tribunal de segunda instancia. Durante el curso de este procedimiento, según el peticionario, él repetidamente solicitó medidas cautelares con base en el criterio de prevención (o precaución) relacionado con el daño ambiental reconocido en el principio 15 de la Declaración de Rio de 1992, sin ningún resultado. El peticionario también subraya que se ha suspendido la ejecución de la sentencia de primera instancia en tanto se deciden las apelaciones presentadas, por lo que no se ha compensado a las presuntas víctimas ni se ha mitigado suficientemente el daño ambiental que afecta sus vidas y su salud. De acuerdo con el peticionario, los residentes del CHBM siguen viviendo en estas condiciones.

12. En vista de lo anterior, el peticionario argumenta que, en relación con los recursos tanto penales como civiles, ha habido un retardo injustificado en la decisión definitiva, por lo que esta petición es admisible de conformidad con el artículo 46.2.c de la Convención Americana. Con fundamento en lo anterior, el peticionario alega que el Estado violó los artículos 1.1, 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana.

B.
Posición del Estado

13.
El Estado sostiene que la petición es inadmisible porque no se han agotado los recursos internos conforme lo requiere el artículo 46.1.a de la Convención Americana. En ese sentido, el Estado afirma que hay una acción colectiva (ACP 1157/2001) pendiente ante el Tercer Tribunal Judicial de Mauá, estado de São Paulo, presentada por el Ministerio Público el 31 de agosto de 2001 en contra de la Municipalidad de Mauá y cuatro empresas privadas: la COFAP, SOMA, SQG y PAULICOOP. De acuerdo con el Estado, el 26 de septiembre de 2006 se emitió un fallo de primera instancia en favor de las presuntas víctimas y el proceso está siguiendo su debido curso ante el tribunal de alzada correspondiente. El Estado arguye que el fallo de primera instancia estableció que todos los acusados tenían la obligación de devolver el medio ambiente a su status quo ante mediante la demolición del CHBM construido irregularmente y la eliminación total de los desechos tóxicos, seguida por el tratamiento del suelo y la compensación de los afectados.

14.
De acuerdo con el Estado, después del fallo de primera instancia las partes presentaron una serie de recursos para solicitar la aclaración de puntos confusos en la sentencia de primera instancia (Embargos de Declaração). Asimismo, el Estado observa que los acusados y el demandante en la acción colectiva —el Ministerio Público— solicitaron la suspensión del proceso por la posibilidad de un acuerdo amistoso entre las partes mediante un “plan de recuperación ambiental de la zona” que tomaría aproximadamente cuatro años. Brasil observa que estos embargos de declaração fueron decididos mediante fallo judicial expedido el 21 de diciembre de 2006. Sin embargo, nuevamente se presentaron una serie de embargos de declaração relacionados con puntos confusos en este último fallo, los cuales fueron desestimados mediante fallo judicial emitido el 16 de mayo de 2008. El Estado observa que se presentaron apelaciones adicionales sobre el fondo (apelação), así como recursos contra autos interlocutorios (agravo de Instrumento) ante el tribunal de segunda instancia, el cual suspendió la ejecución de la sentencia de primera instancia hasta que se emitiera la decisión sobre las apelaciones. El Estado argumenta entonces que la petición se presentó prematuramente y que no se cumple el requisito contenido en el artículo 46.1.a de la Convención Americana y en el artículo 31 del Reglamento de la CIDH.

15.
Además, el Estado argumenta que en información o prueba sobreviniente presentada a la Comisión se muestra que esta petición también es inadmisible de conformidad con el artículo 34.c del Reglamento de la CIDH. En este sentido, el Estado informa que la CETESB multó a las empresas privadas responsables del proyecto residencial por un monto de 1.500 UFESPs (Unidades Fiscales del estado de São Paulo) el 18 de abril de 2008. Adicionalmente, el Estado observa que la CETESB ha estado adoptando todas las medidas mitigantes necesarias, incluida la supervisión de los niveles de inflamabilidad y los niveles de VOCs en el CHBM, entre otras.

16.
En consecuencia, Brasil arguye que existen recursos internos efectivos en proceso, por lo que la petición es inadmisible de conformidad con los requisitos contenidos en el artículo 46.1.a de la Convención Americana y los artículos 31 y 34.c del Reglamento de la CIDH.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A.
Competencia

17.
El peticionario está facultado para formular peticiones ante la Comisión Interamericana según el artículo 44 de la Convención Americana. Las presuntas víctimas que ha identificado el peticionario son 531 personas con respecto a las cuales el Estado brasileño se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. Esta lista de presuntas víctimas se estableció a los efectos de admisibilidad de la petición; en vista de la naturaleza de las denuncias, la Comisión Interamericana considerará la identificación de víctimas dentro de las mismas circunstancias alegadas en la etapa del fondo
. En lo concerniente al Estado, Brasil ratificó la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992, por lo que la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae y ratione materiae para examinar la petición.

18.
Las violaciones potenciales descritas en esta petición presuntamente ocurrieron bajo la jurisdicción de Brasil, un Estado parte de la Convención Americana; por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione loci. Por último, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis por cuanto en la petición se describen posibles violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar cuando dicho tratado internacional ya se encontraba en vigor para Brasil.

B.
Agotamiento de los recursos internos

19.
Según el artículo 46.1 de la Convención Americana, para que una petición sea admitida por la CIDH, se deben haben agotado los recursos de la jurisdicción interna de conformidad con los principios generalmente reconocidos del derecho internacional. El segundo párrafo del artículo 46 señala que estas disposiciones no se aplican cuando no existe en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión, cuando no se ha permitido a la presunta víctima el acceso a los recursos de la jurisdicción interna o cuando ha habido retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

20.
La Comisión Interamericana observa, de forma preliminar, que no se ha refutado que a la fecha no se han emitido decisiones finales con respecto a la averiguación policial (IPL 100/2001)
 ni al recurso civil (ACP 1157/2001) (supra párrs. 10, 11 y 14). El peticionario ha indicado que el Ministerio Público todavía no ha presentado cargos desde la conclusión de la averiguación policial el 14 de abril de 2004, y el Estado no ha hecho referencia alguna a esta investigación penal. Por otro lado, ambas partes han señalado que la acción civil colectiva está bajo examen del tribunal de segunda instancia correspondiente debido a la presentación de apelaciones contra la decisión de primera instancia emitida el 26 de septiembre de 2006.

21.
De acuerdo con la información presentada por las partes, el Jefe de Policía encargado de la averiguación penal concluyó dicha averiguación policial el 14 de abril de 2004
, pero a la fecha el Ministerio Público no ha presentado cargos. Asimismo, la información presentada indica que la ACP 1157/2001 continúa pendiente debido a las apelaciones presentadas ante el Tribunal de Justicia de São Paulo
. En consecuencia, la CIDH observa que los recursos internos relacionados con esta situación siguen pendientes de resolución definitiva desde agosto de 2001, es decir, casi once años después. En vista de las circunstancias de esta petición, la Comisión Interamericana determina que este plazo excede lo que podría considerarse razonable a los efectos de admisibilidad
.
22.
La CIDH también observa en este sentido que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha mantenido que la regla del previo agotamiento nunca debe “conducir a que se detenga o se demore hasta la inutilidad la actuación internacional en auxilio de la víctima indefensa”
. En el presente caso, el requisito del agotamiento previo no puede interpretarse de tal manera que produzca un impedimento prolongado o injustificado del acceso al sistema interamericano. Por lo tanto, la CIDH determina que ha habido un retardo injustificado en la resolución definitiva y que la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana es aplicable a este caso.

23.
Por último, es necesario observar que la excepción del retardo injustificado guarda una relación estrecha con la posible violación de ciertos derechos protegidos por la Convención Americana, específicamente en sus artículos 8 y 25. No obstante, el artículo 46.2 de dicho instrumento internacional es, por su misma naturaleza y propósito, una disposición con contenido autónomo en relación con sus preceptos sustantivos. En consecuencia, se debe decidir previamente y de manera independiente del análisis del fondo del caso si las excepciones a la regla prevista en la Convención Americana que requiere el agotamiento previo de los recursos internos son aplicables al presente caso. Ello debido a que el análisis sobre la admisibilidad depende de un criterio de evaluación distinto del que se emplea para determinar si se han violado los artículos 8 y 25 de la Convención Americana; esto último se examinará, según corresponda, en el informe sobre el fondo del caso.

C.
Plazo de presentación de la petición

2.4.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana requiere que las peticiones sean presentadas dentro de un plazo de seis meses a partir de la fecha de notificación de la decisión definitiva. Por otro lado, el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH señala que:

 

En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión [Interamericana]. A tal efecto, la Comisión [Interamericana] considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

25.
Habiendo establecido arriba la aplicabilidad de una excepción a la regla que requiere el agotamiento de los recursos internos, la Comisión Interamericana debe determinar ahora si la petición fue presentada dentro de un plazo razonable. La petición se presentó el 19 de septiembre de 2005, cuando los recursos internos aplicables, incluidos el IPL 100/2001 y la ACP 1157/2001, habían estado pendientes poco más de cuatro años y, de acuerdo con la información disponible, continúan pendientes a la fecha en que se preparó el presente informe. En las circunstancias específicas de esta petición, la CIDH concluye que la petición fue presentada en un plazo razonable. Por lo tanto, se ha cumplido el requisito establecido por el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.

D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

26.
Nada de lo que figura en el expediente sugiere que la materia de la petición está pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que reproduce sustancialmente una petición ya examinada por la Comisión Interamericana o por cualquier otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.

E.
Caracterización de los hechos alegados

27.
A los efectos de admisibilidad, la Comisión Interamericana debe determinar si los hechos denunciados en la petición pueden caracterizar una violación de los derechos garantizados por la Convención Americana, como lo requiere el artículo 47.b de dicho instrumento, o si la petición debe rechazarse por ser “manifiestamente infundada” o “evidente su total improcedencia”. En esta etapa del trámite corresponde a la CIDH efectuar una evaluación prima facie, no para establecer presuntas violaciones de la Convención Americana u otros tratados aplicables, sino para analizar si la petición describe hechos que podrían caracterizar la violación de derechos protegidos por los instrumentos interamericanos. Este análisis de ninguna manera representa un prejuzgamiento ni opinión preliminar sobre el fondo del caso.

28.
Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen a los peticionarios identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión Interamericana, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en su informe de admisibilidad qué disposiciones de los instrumentos interamericanos relevantes son aplicables y podría establecerse su violación en caso de comprobarse los hechos alegados mediante elementos suficientes.

29.
En el caso de autos, la Comisión Interamericana considera que las denuncias basadas en el artículo 4 de la Convención Americana son admisibles con respecto a la presunta víctima que murió como resultado de las lesiones sufridas durante la explosión del 20 de abril de 2000. Asimismo, la CIDH estudiará la posible aplicación del artículo 4 en la etapa del fondo en relación con los alegatos en el sentido de que la presunta contaminación constituye una amenaza directa a las vidas de los residentes y de otras personas que han estado cierto tiempo en el CHBM.  En la etapa de fondo, la Comisión Interamericana examinará adicionalmente la medida en qué la presunta contaminación podría haber afectado el uso y goce de la propiedad de las supuestas víctimas, para así determinar si hubo o no una violación del artículo 21 de la Convención Americana.  La CIDH también concluye que, de ser probados, los alegatos del peticionario podrían caracterizar violaciones de los artículos 5.1, 8 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de ese mismo tratado, en perjuicio de las presuntas víctimas que han estado expuestas a la degradación ambiental en el CHBM. Por último, la Comisión Interamericana determina que la supuesta falta o manipulación de la información sobre la degradación ambiental de las áreas en que se construyó el CHBM, así como sobre sus efectos para la salud y la vida de las presuntas víctimas podrían caracterizar una violación del artículo 13 de la Convención Americana
.
30.
En conclusión, la CIDH declara que el peticionario ha cumplido prima facie los requisitos establecidos por el artículo 47.b. de la Convención Americana en lo relativo a la posible violación de sus artículos 4, 5.1, 8, 13, 21 y 25, en conexión con el artículo 1.1 del mismo instrumento, como se detalló arriba.

V.
CONCLUSIONES

31.
La Comisión Interamericana concluye que es competente para examinar el fondo de este caso y decide que la petición es admisible de acuerdo con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1.
Declarar esta petición admisible en lo relativo a la presunta violación de los derechos protegidos en los artículos 4, 5.1, 8, 13, 21 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 del mismo instrumento;
[image: image1.jpg]
2.
Notificar esta decisión a ambas partes;

3.
Continuar con el análisis del fondo del asunto;

4.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 17 días del mes de julio de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 









� Con respecto a las presuntas víctimas, el peticionario identificó debidamente a 440 “demandantes” en su petición original y posteriormente añadió a 91 personas más (en su comunicación recibida el 22 de marzo de 2007), para un total de 531 presuntas víctimas individualizadas. Sin embargo, el peticionario ha subrayado que las presuntas víctimas son: los actuales habitantes del Barão de Mauá, los antiguos trabajadores que prepararon los cimientos y ayudaron a construir el CHBM, los antiguos residentes del CHBM y todas las personas que trabajan o han trabajado en el CHBM.


� El 19 de septiembre de 2005, el peticionario también solicitó medidas cautelares en relación con los hechos alegados en esta petición, de conformidad con el artículo 25 del Reglamento de la CIDH. Después de solicitar varias veces información adicional de ambas partes, la Comisión Interamericana decidió rechazar la solicitud de medidas cautelares el 1º de agosto de 2006.


� El peticionario se refiere específicamente al artículo 3.III de la Ley 6.766/79, que señala que: “No se permitirán obras de construcción urbana: sobre terrenos cubiertos con materiales nocivos para la salud pública, excepto si han sido saneados previamente” (traducción libre del original en portugués: Não será permitido o parcelamento do solo: em terrenos que tenham sido aterrados com material nocivo à saúde pública, sem que sejam previamente saneados).


� De acuerdo con el peticionario, posteriormente esta averiguación policial fue renumerada y transferida sucesivamente, como sigue: numerada IPL 067/01 y transferida a la Comisaría de Policía Civil de São Bernardo do Campo encargada de delitos contra el medio ambiente, el 24 de agosto de 2001; y luego numerada IPL 021/02 y transferida a la Comisaría de Policía Civil de Mauá, el 17 de octubre de 2002.


� El peticionario observa que estos delitos están tipificados en las siguientes leyes: Leyes 6938/81, 7802/89, 9605/98 y 8078/90, y Decreto Ley 2848/40, respectivamente.


� El peticionario también se refiere a otra acción colectiva –ACP 1087/2001– relacionada con la ACP arriba aludida, de carácter cautelar.


� Véase mutatis mutandi, CIDH, Informe No. 36/07, Petición 1113-06, Admisibilidad, Personas Privadas de Libertad en las celdas de la 76ª Jefatura de Policía (76ª DP) de Niterói, Rio de Janeiro, Brasil, 17 de julio de 2007, párr. 87.


� Esta averiguación policial posteriormente fue renumerada y transferida sucesivamente, como sigue: numerada IPL 067/01 y transferida a la Comisaría de Policía Civil de São Bernardo do Campo encargada de delitos contra el medio ambiente, el 24 de agosto de 2001; y luego numerada IPL 021/02 y transferida a la Comisaría de Policía Civil de Mauá, el 17 de octubre de 2002.


� Véase el Informe (Relatório) del Jefe de Policía Américo dos Santos Neto, páginas 17-20 en la comunicación del peticionario del 22 de marzo de 2007.


� De acuerdo con información pública emitida por la CETESB, la agencia ambiental del gobierno de São Paulo, después de la decisión de primera instancia en favor de las presuntas víctimas, “los acusados presentaron una apelación que está siendo examinada por el Tribunal Justicia de São Paulo” (traducción libre del original en portugués: A ação foi julgada procedente em 1º grau, tendo as rés apresentado Recurso que se encontra em análise no Tribunal de Justiça de São Paulo. Véase � HYPERLINK "http://www.cetesb.sp.gov.br/areas-contaminadas/rela%C3%A7%C3%B5es-de-%C3%A1reas-contaminadas/18-condominio-residencial-barao-de-maua" ��http://www.cetesb.sp.gov.br/areas-contaminadas/rela%C3%A7%C3%B5es-de-%C3%A1reas-contaminadas/18-condominio-residencial-barao-de-maua�, consultado el 11 de junio de 2012).


� Véase, mutatis mutandi, CIDH, Informe No. 11/12, Petición 6-07, Admisibilidad, Jurandir Ferreira de Lima y otros (Brasil), 20 de marzo de 2012, párr. 20. Véanse también CIDH, Informe No. 9/00, Caso 11.598, Admisibilidad y Fondo, Alonso Eugênio da Silva (Brasil), 24 de febrero de 2000, párr. 25; e Informe No. 10/00, Caso 11.599, Admisibilidad y Fondo, Marcos Aurélio de Oliveira (Brasil), 24 de febrero de 2000, párr. 23.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Excepciones Preliminares, Sentencia de 26 de junio de 1987, Serie C No. 1, párr. 93.


� CIDH, Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros (Brasil), 22 de julio de 2009, párr. 36.


� Véase mutatis mutandi, CIDH, Informe No. 76/09, Petición 1473-06, Admisibilidad, Comunidad de La Oroya (Perú), 5 de agosto de 2009, párr. 75.





